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Excmos. Sres. :

Francisco Tomás y Valiente
Francisco Rubio Llorent,e
Fernando Garcfa-Mon y
GonzáIez-Regueral
Eugenio Dlaz Eimil-
Miguel- Rodrfguez-Piñero y
Bravo Ferrer
'Jesús Leguina Vil la
Luis López Guerra
,José Luis de los Mozos y
de los Mozos
Alvaro Rodrlguez Berei jo
Vicente Gimeno Sendra
José Gaba]dón L6pez

El Pleno, err su reunión deI
referencia,  ha acordado dictar el
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Registro número 2092/90.-

ASUIüIO: Cuestión de
inconstltucionalidad inter-
puesta por el 'Juzgado de 1o
Social número dos de Murcla,
en  proceso ¡o  866/89 . -

SOBRE: Supuesta
inconstitucionalidad de 1a
disposición transit,oria se-
gunda de la Ley 8/1980, de
L0 de  marzo . -

dfa de hoy y en el asunLo de

siguiente
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I. _ AI\¡:TECEDENTES

1.- EI 'Juzgado de 1o Social número dos de Murcia, €rr auto

de  18  de  j un io  de  1990 ,  d i c tado  en  e l  p roceso  núm.  866 /89 ,
planteó ante este Tribunal cuestión de lnconstitucionalidad por

entender que 1a disposición transitoria segunda del Estatuto de

los Trabajadores (ET)  aprobado por  1a Ley 8/80,  de 10 de marzo,

que establece, l i teralmente, eu€ "l-as ordenanzas de trabajo ac-

tualmente en vigor continuarán siendo de aplicación como derecho

dispositivo, en tanto no se sustituyan por convenio colectivo",
pud ie ra  ser  cont ra r ia  a  los  a r ts .  97 ,  For  una par te ,  y  37 .1  en
relación con eI  35.2,  por otra,  Eodos de la Const i tución. Lo
primero, partiendo de que tal disposición supone dict,ar regla-

mentos, porque l-a 1ey invade esferas de competencia deI Gobier-
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no al que e1 art. 97 asigna Ia potestad reglamentaria. Lo segun-

do, porque la existencia de unas ordenanzas laborales, en cuanto

regulación por los poderes púrbl icos de las relacj-ones laborales

concretas, contrarfa el derecho de negociación colectlva laboral

de los trabaj adores y empresarios y l-a consiguient,e fuerza

vinculant,e de sus convenios.

2. -  Por  prov idencia de 1 de octubre ú l t imo,  la  Sección 3e

del Pl-eno acordó tener por recibidas las precedentes actuaclones

que remitió el ,Juzgado de lo Socia1 núm. dos de Murcj-a y ofr al

Fisca1 General deI Estado para eue, en el plazo de diez dfas

alegue sobre Ia posible concurrencia de la causa de inadmisión

de ser la cuestión propuesta notorlamente infundada.

3. - EI Fiscal General- del Estado en escrito reci-bido el 16
;de octubre úI t imo,  evacua e1 t ras lado confer ido y  so l ic i ta  Ia

inadmisión de 1a present,e cuestión, reproduciendo l-as alegacio-

, , 'nes formuladas en la  cuest ión 2OgL/90,  en l -as que se d ice:

La primera objeción a Ia disposición cuestionada arranca,

señala el Fiscal, de un error de partj-da, a saber, eu€ dicha

disposlción ha ejercitado la potestad reglamentarla que la Cons-

t i tución at , r ibuye a1 Gobierno ex art .  97 CE. No es caso, dice,

de entrar a considerar si, como indica el auto proponente, este
precept,o "establece una reserva reglamentaria de carácter fun-

cional en favor del Gobierno", que excluye a1 legislativo de po-

der dictar reglamenLos. Basta con la evidencia de que el ET. no

ha dictado ninguna ordenanza. Lo que ha hecho os, con caráct,er

transitorlo, para evitar sin duda los vacfos normativos que pue-

den producirse ante Ia sucesj-ón de 1eyes, dlsponer que las orde-

nanzas laborales que estuvieran en vigor en el momento de su
promulgación continúen siendo de aplicacj-ón en tanto que no se

sustltuyan por convenios, que es el modo único de regular l-as
relaciones 1aborales de cada sector o actividad conforme dispone
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tant,e salvedad recogida en el párrafo segundo de est,a dlsposi-

ción de que "se autoriza aI Ministerj-o de Trabajo para derogar

total o parcialmente las reglamentaciones de trabajo y ordenan-
zas laborales".  Una cosa es declarar la v igencia t ransi tor ia y

condicionada (si no se derogan) de unas ordenanzas, que es 1o
que hace el ET, y otra dj-st,inta dictar un reglamento, 1o que

aquf no se ha hecho. Si el legislativo no ha dictado ninguna or-

denanza laboral, ya que en modo alguno puede entenderse que Ia

declarada continuidad de las existentes suponga dict,arlas, Ia

mención de]- art,. 97 CE., con independencia de que puedan

obtenerse las conclusiones que quiere ver la cuestionante en

este precepto, está fuera de lugar. El legislador actuó dentro

de sus posibil idades en orden a regular situaciones transitorias
provocadas por Ia sucesión de normas. El art, 97 CE es de modo

manifiesto ajeno a las cuestiones que pudieran suscitar ese de-

recho transi tor io.

Como l-o es tanbién, añade eI Fiscal General- de1 Estado, a

Ia denunciada contradicción de que, de un lado, se derogue la

ley de 1942, que servla de cobertura 1ega1 a las ordenanzas la-

borales , y, de otro, s€ mantenga eI vigor de estas ordenanzas

como derecho disposit ivo. De exist j-r ta1 contradicción, no serfa

asunto que pudiera l levarse aI art. 97 CE, que para nada se re-

f iere a l-a cobertura y vigencia de los reglamentos. Por otra

parte, las explicaciones que ofrece eI auto de pl-anteamiento son

escasamente convincentes: es lógico que un reglament,o que desa-

rrol la una 1ey pierda su valor cuando la 1ey es derogada (el

aso que cita Ia Iey de contrat,os de Estado o de otras tantas

que pudiera mencionarse), pero esto no ocurre con Ias ordenanzas

labora]es que no desarrollan ninguna ley, sj-no que son -o eran-
reglamentaciones por 1a Adminj-stración de unas relacj-ones l-abo-
rales que venfan autorizándose en una fey.
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La mención que se hace al  ar t .  25. I  CE.,  que est ,ablece el
principio de legalidad sancionadora, señala el Fiscal que t,ampo-

co es perti-nente. La ef icacia de dicho precepto se contrae a l-a

actj-vidad sancionadora de l-os poderes prlblicos, eue neceslta

siempre una ley formal o, en caso de sanclones administrativas,

cuando menos una cobertura legal, de suerte eu€, en este últ irno

caso, si no hay Iey que ampare un reglamento sancionador, no
puede imponerse sanción o, si se impone, se infrlngirfa dicho
precepto constitucj-onal. Si una ordenanza laboral nada tiene que

ver con la actividad sancionadora de los poderes públicos, traer

a colación el-  ar t .  25 CE carece, de todo sent, ido.

En cuanto al- segundo apartado que contiene el aut,o

cuestionante, dice el Fiscal- General de1 Estado que aún más cla-

!o, si cabe, aparece la improcedencia de la invocación de1 art.

37.1 CE. La vigencia temporal  de unas ordenanzas laborales,  en

tanto no se sustj-tuyan por convenj-os colect,ivos, no se opone a

este art .  37.1.  No supone, como quiere ver la promovente,  que Ia

disposición en cuestión asuma funclones de regulación de l-as re-

Jráciones de trabajo, como establecfa la Ley del 42, excediéndose

ile las previsj-ones de 1a Constituclón que limita l-a intervención

de l-os poderes públj-cos a regular por ley el Estatuto de los

Trabajadores (ar t .  35.2)  y  a proc lamar eI  derecho a la  negocia-

c ión co lect iva (ar t .  3?.1) .  Prec isamente -cabe pensar-  da cum-

pllniento al mandato constitucional: en tanto no exista convenio

colectivo, expresión de l-a negociación col-ectiva laboral

constitucionalizada, se aplicarán unas ordenanzas laborales

existentes, que eI Gobierno puede por Lo demás derogar. Queda

claramente salvaguardar Ia vo1untad negocladora de las partes y

fuerza vinculante de sus acuerdos.

En at,ención a cuanto expone, entiende eI Fiscal- Genera] del

Estado que 1a presente cuestión de inconstitucionalidad debe ser

inadmj-t ida,  conforme aI  ar t .  37.1 de l -a LOTC, For ser notor ia-
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mente infundada.

II. - FT'NDAIIENTOS iIURIDICOS

1.-  E l  ar t .  37.1 de la  LoTc,  €r I  su segundo inc iso,  permi te

que 1as cuestiones de inconstitucionalidad sean inadmitidas me-

diante Auto, y previa audiencia del Fiscal General- del Estado,

"cuando faltaren 1as condiciones procesales o fuere notorj-amente

infundada Ia cuestión suscitada". Este últ imo concept,o de cues-

t ión "notoriamente infundada" encierra un cierto grado de

indefinición que se traduce procesalmente en otorgar a este Tri-

bunal un margen de apreciación a la hora de controlar la sol idez

de la fundamentación de las cuestiones de inconstitucionalidad.

A este respecto,  desde sus pr imeras decis iones,  e l  Tr ibunal  ha

mantenido una l lnea interpretativa muy f lexible cuya f inal idad

fundamental ha sido, además de contribuir a la consolidaclón de

Ia inst, i tución procesal, fomentar la cofaboración entre órganos

udiciales y jurisdicción constitucional de cara a cumplir el

mandato de asegurar la supremacla de la Constitución mediante l-a

depuración del ordenamiento jurldico a través de la expulsión de

éste de las normas con fuerza de fey contrarias a la Norma Fun-

damen ta l  ( sTC t7 /198L ,  po r  e jemp lo ) .

Sin embargo, exlst,en supuestos en los que un examen prelj--

minar de las cuestiones de inconst,itucionalidad permiten apre-

ciar Ia falta de viabitidad de Ia cuestión suscitada, sin que

ello sj-gnifique, necesariamente, eüe carezca de forma total y

absoluta de fundamentación o que ésta resulte arbitraria. En ta-
les casos puede resultar conveniente resolver Ia cuestión en la

primera fase procesal, máxj-me si su admisión pudiera provocar

efectos no deseables como la paral ización de múl-t ipl-es procesos

en los que resulte aplicable la norma cuestionada. Esto es pre-
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cisamente 1o que sucede en el presente caso, en el eue, como en

seguida se verá, sÍn excesivo esfuerzo argumental-, es posibl-e

concluir que la norma cuestionada no resulta inconstÍtucional,

evitándose, además, que puedan paral izarse todas aquellas causas

en las que tenga aplicación la Disposición Transitorla Segunda

de La Ley 8/L980: aquélIas en las que tengan aplicación orde-

nanzas de t rabajo.

2, -  Las anter iores ref lex iones expl ican que en e l -  presente

caso la cuestión de inconstitucionalidad planteada por el ,Juzga-

do de lo Socia1 núm. 2 de Murcia sea inadmitida a tenor de 1o

dispuesto por  eI  ar t .  37.1 de l -a  LOTC. Dos son las l - lneas cen-

trales en las que el citado órgano judicial funda su

cuest, ionamj-ento de Ia Disposición Transit,orla Segunda del Esta-

tuto de 1os Trabajadores. Por una parte, el Auto de pfanteamien-

to sost iene que la  c i tada Disposlc ión,  a l  establecer  Ia  cont i -

ru¿idad de la vigencia de Ias ordenanzas de trabajo como derecho

sit ivo, y €D tanto no se sustituyan por convenio colectivo,

lnera la "reserva funcional" que constitucionalmente existe en

avor de Ia potestad reglamentaria. Sin necesj-dad de adentrarse

en la tarea de determinar si en el ordenamiento español existe o

no esa denominada "reserva funcional" en favor de la potestad

reglament,aria, taL y como seña1a el Fiscal General del Estado,
puede rechazarse que Ia norma cuestionada vulnere el art. 97 de

1a Const i tución. La c i tada Disposic ión ni  supone, obviamente,
por sf misma ejercicio de potestad regl-amentaria alguna, Di en

su vlrtud se dictan reglamentos, excepclón hecha de l-o dispues-

to en su párrafo segundo. Se trata, exclusivament.e, de mant,ener

vigentes unas normas ya existentes en eI ordenamiento, €rr tanto
no sean derogadas por la fórmula constitucional básica de regu-

lar  las relaciones laborales:  e l  convenlo colect lvo.  Las r ln icas
normas que eventualment,e pudieran dictarse con cobertura en la
Disposlción Transitorla cit,ada son las que se preven en su se-
gundo párrafo cuyo contenido sólo puede ser derogatorio, de pri-
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vación de vigencia a ordenanzas mediant,e intervención reglamen-

taria de1 Ministerio de Trabajo y previo informe de los agentes

soc ia les .

Por otra parte, y frente a 1o que mantiene el Auto de plan-

teamiento de Ia cuestión, Id derogación de una ley no supone

automátj-camente Ia de t,odas las normas reglamentarias dictadas

en ejecución de dicha ley. Dicha derogación só1o se producirá o

por mandato expreso de una norma de igual o superior rango o por

la oposición material de ésta respect,o de aquellos reglamentos.

Por el lo no puede afirmarse que 1a derogación de la Ley de L942

que sirvió para dar cobertura a l-as ordenanzas laborales haya

acarreado automáticamente l-a derogación de éstas, máxlme cuando,

para evit,ar un vaclo normativo, la Disposición cuestionada man-

t iene su v igencia.

' ,  
I  3. - Menor viabil idad posee arln eI segundo motivo de

I  t l
1  / '  a

i . i / cu.estionamj-ento de la Disposicj-ón Transitoria Segunda del Esta-
, t
,l I flrto de los Trabaj adores . Se af irma en e1 Auto de plant,eamiento

l /  /e""  
d icha disposic ión vul-nera el  ar t .  37.L,  €n relación con eI

i l t /  lS.Z de la Const i tuclón. Para sustenLar esta tesis se acuder por
i t l
t l / una parte, a la doctrina de este Tribunal sent,ada en relación
I t/
U con Ia potestad sancionadora de la Administración. Sj-n embargo

| 
'  no cabe aplicar esa doctrina aI tema de las relaciones laborales

I
I  ya que la nat,uraleza de ambas materias es muy dist j-nta; bast,e
I

I , señalar que en el derecho sancionador las relaciones ley-
l i

| . reglamento adquiere unas manifestaciones muy particulares por
I
I  cuanto el principio de legalidad juega un importantlsimo papel
t t /
\/ tanto en su dimensión formal como material. Ello no es asl en eL

terreno genérico de l-as relaciones laborales, que nada tiene que

ver con el  ius puniendi  estatal .

Tampoco puede traerse a cofación la interdicción de

deslegalizaciones de "chegue en blanco" ya que una cosa es la
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deslegal ización y otra dist inta Ia asunción como Derecho Transi-

torio de una normatlva reglamentaria preexistente.

Por últ imo, yd desde eI punto de vista material,  resulta

evidente que en ningún momento la Disposición cuestionada puede

vul-nerar la negociación colectiva cuando su vigencia se determi-

na como derecho disposit ivo y en tanto no se vean desplazadas

por  convenios co lect ivos.

Por todo 1o expuesto, el- Pleno del Trj-bunal Constituclonal,

de conformidad con e l  ar t , .  37.L de 1a LOTC, acuerda que no ha

lugar a admit, ir  a trámite la cuestión de inconstitucj-onalidad

nt1m. 209U 1990, planteada por el 'Juzgado de 1o Social núrn. 2 de

Murc ia.

Madrid, a velntinueve de octubre de mil novecientos noven-

ta .
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